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CIRCULAR No. 7 

DE: PROCURADOR DELEGADO CON FUNCIONES MIXTAS 3: 

PARA ASUNTOS AMBIENTALES, MINERO ENERGETICOS Y 

AGRARIOS 

PARA: AUTORIDADES DEPARTAMENTALES, CONCEJOS 

MUNICIPALES Y CORPORACIONES AUTÓNOMAS 

REGIONALES. 

ASUNTO:  CUMPLIMIENTO DE LA POLÍTICA Y NORMATIVIDAD EN 

MATERIA DE CAMBIO CLIMÁTICO EN LOS PLANES DE 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y PLANES DE DESARROLLO 

TERRITORIAL.  

FECHA:  1 DE AGOSTO DE 2024 

 

A mediados del primer semestre de 2023, en el marco del Comité Técnico Nacional 

para el Estudio del Fenómeno “El Niño”, se emitió una alerta sobre la probabilidad de 

ocurrencia e intensidad de un Fenómeno con pronóstico de posible intensidad entre 

moderado o fuerte. 

La ocurrencia de este fenómeno generalmente genera efectos y amenazas que se 

pueden derivar en anomalías sobre la precipitación en el territorio nacional, como 

sequías, incendios forestales, heladas y olas de calor, presentándose a su vez, 

eventos asociados a inundaciones o crecientes súbitas, movimientos en masa, 

vendavales y tormentas eléctricas en la mayoría de las regiones del país. 

Para el mes de marzo de acuerdo con el reporte de la Unidad Nacional para la Gestión 

del Riesgo de Desastres (UNGRD), se habían registrado 1.620 eventos asociados al 

fenómeno de El Niño desde su inicio en el mes de octubre de 2023, de los cuales 

1.021 son incendios forestales1. Asimismo, la falta de lluvias durante los primeros tres 

meses de 2024 y diciembre de 2023  

Razón que llevó a que, durante el mes de diciembre de 2023 y los primeros tres meses 

de 2024 por la falta de precipitaciones, se generara una prolongada sequía, 

disminuyendo significativamente los niveles de agua en el país; en los que para 

mediados de abril, la situación se tornó crítica en el país alcanzando apenas un 2% 

 
1 UNGRD. https://portal.gestiondelriesgo.gov.co/Paginas/Noticias/2024/Colombia-inicia-marzo-con-
17-incendios-forestales-
activos.aspx#:~:text=%E2%80%8BEn%20lo%20que%20va,)%2C%20Santander%20(2). 
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por encima del umbral crítico del 27%, que, de ser rebasado, podría desencadenar 

un racionamiento energético.  

En el mismo tenor, la Tercera Comunicación Nacional de Cambio Climático (IDEAM, 

2015)2, evidenció que, de los 32 departamentos del país, 20 están presentando un 

alto riesgo climático; en ellos vive el 57% de la población y representan el 69% del 

PIB nacional. A escala local, el 100% de los municipios tienen algún tipo de riesgo por 

el cambio climático, entre los que se incluyen:  movimientos en masa, avenidas 

torrenciales, incendios forestales, disminución de caudal de ríos y quebradas en 

bocatomas municipales, erosión costera, aumento en el nivel del mar, entre otros 

impactos. 

En términos económicos, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible viene 

proyectando pérdidas de $4,3 billones de pesos cada año por la intensificación de los 

fenómenos hidroclimáticos3, los cuales, de acuerdo con la Unidad Nacional para la 

Gestión del Riesgo de Desastres, han venido aumentando de 3.206 episodios en 

2011 a 3.463 en 2021. 

Ahora bien, dentro del marco normativo en materia climática existente en Colombia, 

se tiene consagrada la función para los entes territoriales en relación con el aumento 

de las capacidades de adaptación y resiliencia de las comunidades, los ecosistemas, 

la infraestructura y la institucionalidad en sus territorios frente a los efectos del cambio 

climático, así como para implementar acciones de mitigación (reducción y/o 

absorción) de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero, en adelante GEI, que 

son las causantes del calentamiento global y de la intensificación de fenómenos 

naturales de variabilidad climática que tienen efectos locales.  

En esos términos, la Ley 1931 de 2018 y la Ley 2169 de 2021 fueron expedidas como 

mecanismos públicos e instrumentos normativos para organizar la gestión y la acción 

climática en Colombia.  

Para el caso particular, la Ley 1931 de 2018, no solo consagra la obligación de incluir 

la gestión climática en los Planes de Desarrollo Territorial y en los Instrumentos de 

Ordenamiento en cabeza de las entidades territoriales, sino que además impone la 

responsabilidad a las Gobernaciones, Autoridades Ambientales Regionales, según su 

jurisdicción, y a Parques Nacionales Naturales de Colombia, cuando aplique, formular 

los Planes Integrales de Gestión de Cambio Climático Territorial (PIGCCT4), así como 

 
2 IDEAM. PNUD. “3era Comunicación Nacional de Cambio Climático” Bogotá D.C. 2015 
3https://www.elespectador.com/ambiente/colombia-perderia-cada-ano-43-billones-por-los-efectos-del-

cambio-climatico/ 10 de noviembre de 2022. 
4 Hasta el momento, Colombia cuenta con veinticuatro (24) planes de gestión de cambio climático de 
carácter departamental, de los cuales, los departamentos de Córdoba y San Andrés abordan 
únicamente al componente de adaptación. Actualmente los departamentos de Amazonas, Vaupés, 
Guaviare, Caquetá y Putumayo en la región de la Amazonía y Sucre en la región Caribe se encuentran 
en proceso de formular su PIGCCT. Con este panorama, tan solo hacen falta los departamentos de 

https://www.elespectador.com/ambiente/colombia-perderia-cada-ano-43-billones-por-los-efectos-del-cambio-climatico/
https://www.elespectador.com/ambiente/colombia-perderia-cada-ano-43-billones-por-los-efectos-del-cambio-climatico/
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el mandato para la construcción de los Planes Integrales de Gestión de Cambio 

Climático Sectoriales, (PIGCCS) en cabeza de los Ministerios. 

Para que esta planificación funcione de forma eficiente y efectiva, es primordial 

generar una línea base que contenga aspectos como: i) análisis de vulnerabilidad 

climática; ii) cuantificación de las emisiones de los Gases de Efecto Invernadero (GEI) 

generadas y capturadas, a través de un inventario regional de emisiones y 

absorciones de estas; y iii) análisis/evaluación del riesgo y vulnerabilidad climática.  

La información contenida en esta línea base, permitirá identificar las amenazas 

climáticas, los riesgos asociados, el grado de vulnerabilidad con el que cada territorio 

cuenta y en qué sectores de la economía de cada territorio se encuentran los 

principales factores de emisión y captura de GEI. Estos análisis serán el punto de 

partida para identificar y priorizar acciones de mitigación y adaptación ante fenómenos 

tanto de la variabilidad, como del cambio climático. 

Por su parte la Ley 2169 de 2021, lleva a un plano legal los compromisos adquiridos 

por el gobierno de Colombia en los acuerdos internacionales, en particular ante la 

Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climáticos, establecidos, entre 

otras, en la Cumbre de París en lo que respecta a la Contribución Nacionalmente 

Determinada (NDC por sus siglas en inglés) y en la Estrategia Climática de Largo 

Plazo de Colombia E2050. La citada Ley tiene por objeto establecer metas y medidas 

mínimas para alcanzar la carbono neutralidad, la resiliencia climática y el desarrollo 

bajo en carbono en el país en el corto, mediano y largo plazo. 

En consecuencia, al no actuar frente al cambio climático a través de la planificación 

territorial, no solo constituye una conducta contraria a la Ley, sino que expone a 

los territorios a riesgos de orden climático sin tener instrumentos de respuesta 

adecuados. La no identificación de potenciales reducciones y capturas de emisiones 

de GEI, implica un retroceso en la descarbonización de los territorios, poniendo en 

riesgo los medios de vida de sus habitantes y las dinámicas económicas locales.  

Por tanto, es fundamental ordenar preventiva y funcionalmente el territorio, no solo 

para cumplir con el ordenamiento jurídico colombiano sino para atender los 

compromisos internacionales que están en cabeza del gobierno nacional y las 

autoridades locales. 

 

 

 
Boyacá y Bolívar, en concretar su respectivo proceso de formulación de PIGCCT. 
https://www.minambiente.gov.co/cambio-climatico-y-gestion-del-riesgo/planes-integrales-de-gestion-
del-cambio-climatico-territorial/  

https://www.minambiente.gov.co/cambio-climatico-y-gestion-del-riesgo/planes-integrales-de-gestion-del-cambio-climatico-territorial/
https://www.minambiente.gov.co/cambio-climatico-y-gestion-del-riesgo/planes-integrales-de-gestion-del-cambio-climatico-territorial/
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En ese sentido, la Procuraduría en alianza con el Proyecto de Cooperación 

Internacional Camino Hacia Carbono Neutral - CHCN,  que es una iniciativa liderada 

por la Organización para la Educación y Protección Ambiental-OpEPA, Climate 

Reality Project América Latina-CRP,  y financiado por UK Pact Colombia, han venido 

trabajando por incentivar el abordaje de la acción climática a nivel subnacional y local, 

especialmente a partir de la descarbonización de los sectores de energía y transporte 

en los departamentos de Antioquia, Atlántico, Boyacá, Cundinamarca y Valle del 

Cauca.  

Dentro de este proceso, la línea de trabajo ha sido enfocada en la gestión y la acción 

climática a nivel territorial dentro de los procesos de planificación territorial, en las que 

por medio de mesas de trabajo con algunos municipios de los departamentos 

señalados anteriormente, se ha exhortado y recomendado la necesidad de abordar  

la acción climática en los Planes de Desarrollo Territorial que se encuentran 

formulando actualmente.  

De la experiencia en campo es importante resaltar que apenas 1 de cada 5 municipios 

en promedio, conocía alguna de las normas de gestión y acción climática, de ahí la 

importancia de fortalecer sus capacidades y generar herramientas para ampliar el 

conocimiento en esta temática. 

Así, la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales, Minero Energéticos y 

Agrarios expidió el Memorando 17 del 22 de octubre de 2021, mediante el cual se 

instó a los DEPARTAMENTOS, AUTORIDADES MUNICIPALES Y DISTRITALES, 

CORPORACIONES AUTÓNOMAS REGIONALES, CORPORACIONES PARA EL 

DESARROLLO SOSTENIBLE , LAS AUTORIDADES AMBIENTALES DE LOS 

GRANDES CENTROS URBANOS, Y DEMÁS ENTIDADES CON COMPETENCIAS 

EN LA GESTIÓN DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN EL PAIS para que formularan los 

planes integrales de gestión del cambio climático territoriales (PIGCCT) e incorporar 

estrategias a largo plazo en la gestión del cambio climático dentro de sus planes de 

desarrollo, planes de ordenamiento territorial y demás instrumentos de planeación.  

Para el ente de control resulta preponderante que los nuevos mandatarios tengan el 

conocimiento de la normatividad aplicable con el fin de aportar las herramientas 

suficientes para mitigar los Gases de Efectos Invernadero y afrontar el cambio 

climático, por tal razón, es pertinente resaltar la normatiidad aplicable para esta 

temática: 

-EL Artículo 3 de la Ley 1931 de 2018 establece que la mitigación de GEI “es la gestión 

que busca reducir los niveles de emisiones de gases de efecto invernadero en la 

atmósfera a través de la limitación o disminución de las fuentes de emisiones de gases 

de efecto invernadero y el aumento o mejora de los sumideros y reservas de gases 

de efecto invernadero. Para efectos de esta ley, la mitigación del cambio climático 

incluye las políticas, programas, proyectos, incentivos o desincentivas y actividades 
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relacionadas con la Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono y la 

Estrategia Nacional de REDD+ (ENREDO+)”. 

-Que, en concordancia con lo anterior, el Artículo 8 de la Ley 1931 de 2018 establece 

que “Las autoridades departamentales deberán incorporar la gestión del cambio 

climático dentro de sus planes de desarrollo, la que a su vez podrá ser incorporada 

en otros instrumentos de planeación con que cuente el Departamento. Para el efecto, 

de manera conjunta con las Autoridades Ambientales Regionales, formularán los 

Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) de acuerdo 

con su jurisdicción y realizarán el seguimiento a su implementación de acuerdo con 

los lineamientos que se establezcan en el marco del SISCLIMA”. 

-La Ley 2169 de 2021, en su Artículo 1 dispone “establecer metas y medidas mínimas 

para alcanzar la carbono neutralidad, la resiliencia climática y el desarrollo bajo en 

carbono en el país en el corto, mediano y largo plazo, en el marco de los compromisos 

internacionales asumidos por la República de Colombia sobre la materia”. 

-La Ley 2169 de 2021, Parágrafo 1°, del artículo 2 define que: “Las entidades 

territoriales y los organismos y entidades del orden nacional deberán implementar las 

acciones necesarias para lograr estas metas en el marco de las competencias que 

les han sido asignadas por la Constitución y la Ley, así como trabajar juntamente con 

el sector privado, crear los Instrumentos necesarios y promover la implementación de 

acciones que aporten a las metas nacionales”. 

-El Artículo 17 de la Ley 2169 de 2021 modifica el Artículo 175 de la Ley 1753 de 

2015, el cual ordena la creación del Registro Nacional de las Emisiones y Remoción 

de Gases de Efecto Invernadero (Renare), bajo la administración del Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

- El Artículo 18 de la Ley 2169 de 2021 modifica el Artículo 26 de la Ley 1931 de 2018, 

crea el sistema de información sobre cambio climático (SNICC), el cual proveerá 

datos e información transparente y consistente en el tiempo para la toma de 

decisiones relacionadas con la gestión del cambio climático, donde El Instituto de 

Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) administrará y coordinará 

el SNIF5, el IFN6, el SMByC7, Renare8, SINGEI9, SCRR - GEI10 y SIIVRA11 bajo la 

coordinación, directrices, orientaciones y lineamientos del Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible. 

 
5 Sistema Nacional de Información Forestal 
6 Inventario Forestal Nacional  
7 Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono 
8 Registro Nacional de las Emisiones y Remoción de Gases de Efecto Invernadero 
9 Sistema Nacional de Inventario de Gases de Efecto Invernadero 
10 Sistema de Contabilidad de Reducción y Remoción de GEI 
11 Sistema Integrador de Información sobre Vulnerabilidad, Riesgo y Adaptación al cambio climático 
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-Que teniendo en cuenta que el cambio climático es una determinante del 

ordenamiento del territorio, se debe considerar lo establecido en el Artículo 32 de la 

Ley 2294 del 19 de mayo de 2023, Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, el cual 

modifica el Artículo 10 de la Ley 388 de 1997 de la siguiente manera: “Artículo 10 de 

la Ley 388/97 Determinantes De Ordenamiento Territorial y su orden de prevalencia 

[...] 1. Nivel 1. Las determinantes relacionadas con la conservación, la protección del 

ambiente y los ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos naturales, la prevención 

de amenazas y riesgos de desastres, la gestión del cambio climático y la soberanía 

alimentaria”. 

En consecuencia, la Procuraduría General de la Nación: 

DISPONE 

PRIMERO: Exhortar a las Autoridades Nacionales, Departamentales y Locales a 

reconocer el cambio climático como un riesgo para su territorio dentro de los planes 

de desarrollo en el que se contenga un inventario de emisiones y absorciones de GEI, 

así como un análisis de vulnerabilidad y riesgo climático, que les permitan identificar 

los sectores que generan emisiones de GEI, así como las amenazas climáticas a las 

que están expuestas y su nivel de exposición, sensibilidad y capacidad de adaptación 

frente a los efectos del cambio climático12 y establecer sistemas de monitoreo para 

evaluar continuamente los cambios en el clima y la efectividad de las medidas 

implementadas, ajustando las estrategias según sea necesario. 

SEGUNDO: Reiterarle a las entidades destinatarias de la presente circular el debido 
cumplimiento del Memorando 017 de 22 de octubre de 2021, emitido por la 
Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios,  

TERCERO: Requerir a las Corporaciones Autónomas Regionales, un informe sobre 

las entidades territoriales que recibieron apoyo en la elaboración de sus Planes 

Integrales de Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) y sobre el estado 

de seguimiento a la implementación de dichos planes, de acuerdo con la normatividad 

vigente. 

CUARTO: Solicitar al Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales – 

IDEAM informe a este ente de control a más tardar el día 30 de agosto de 2024, que 

entidades a la fecha han reportado su inventario de GEI y remitir el informe bianual 

actualizado conforme a lo expuesto en la Resolución 0849 de 2022.  

 
12 Los entes territoriales desarrollan este tipo de estudios, deben recurrir a la información oficial sobre cambio climático 

establecida en las comunicaciones nacionales, así como en los Informes Bienales de Actualización o los informes que hagan 
sus veces. En el nivel municipal, esta información podrá ser tomada, como referencia para la planificación del territorio, de los 
PIGCCT. Lo anterior, permite identificar los sectores y componentes del territorio en los que se deben implementar acciones de 
mitigación y adaptación al cambio climático con mayor prioridad, las cuales deberán incorporarse en los instrumentos de 
planificación como los PDT y en los de ordenamiento territorial. 
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Así mismo este órgano de control exhorta al IDEAM a disponer la información 

actualizada y accesible al público de acuerdo con la Ley 1712 de 2014. 

QUINTO:  Requerir a todas las autoridades y entidades destinatarias de esta circular 

para que indiquen las acciones que se trazaron en los planes de desarrollo frente al 

enfoque de género e inclusión social en la acción climática, en la que se responda a 

los contextos sociales, culturales, ecológicos y políticos del territorio, así como a sus 

necesidades e intereses; y que programas fomentan el empoderamiento económico 

de las mujeres, especialmente en sectores vinculados a la transición hacia una 

economía baja en carbono, como las energías renovables y la eficiencia energética. 

SEXTO:  Solicitar a las Corporaciones Autónomas Regionales, que en desarrollo del 

Artículo 10 de la Ley 1931 de 2018, se lleven a cabo las capacitaciones para los 

Alcaldes y Concejos Municipales, con el fin de formar y fortalecer la implementación 

y ejecución de los Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático Territoriales 

(PIGCCT). 

 

GUSTAVO ADOLFO GUERRERO RUIZ 

Procurador Delegado con Funciones Mixtas 3 para Asuntos Ambientales y Agrarios. 

 

 
Anexo: Memorando 017 de 2021 

Elaboró: Paula Herrera, Viviana Mendoza, Daniel Gómez y Elizabeth Porras-PGN, con apoyo de OPEPA 


